
 

 EL COSTE HUMANO DE 
“MACHACAR” EL MERCADO: 
LA PENALIZACIÓN DEL TRABAJO SEXUAL EN 
NORUEGA 

RESUMEN EJECUTIVO     
 

  



 
 

© Amnesty International 2016 
Salvo cuando se indique lo contrario, el contenido de este documento está protegido por una 
licencia Creative Commons (atribución, no comercial, sin obra derivada, internacional 4.0). 
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/legalcode 
Para más información, visiten la página Permisos de nuestro sitio web: www.amnesty.org 
El material atribuido a titulares de derechos de autor distintos de Amnistía Internacional no está 
sujeto a la licencia Creative Commons. 

 
 
 
 
 

 

Foto de portada:  Calle vacía de una zona de Oslo en la que se venden servicios sexuales. 
© Samfoto Dagsavisen 

Publicado por primera vez en 2016 
por Amnesty International Ltd. 
Peter Benenson House, 1 Easton Street 
London WC1X 0DW, Reino Unido 
 

Índice: EUR 36/4130/2016 
Idioma original: inglés 

 
  

amnesty.org 

 

 Amnistía Internacional es un movimiento global de más de 7 
millones de personas que trabajan en favor del respeto y la 
protección de los derechos humanos. 

 Nuestra visión es la de un mundo en el que todas las personas 
disfrutan de todos los derechos humanos proclamados en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y en otras normas 
internacionales. 

 Somos independientes de todo gobierno, ideología política, 
interés económico y credo religioso. Nuestro trabajo se financia 
principalmente gracias a nuestra membresía y a donaciones 
públicas. 



 

EL COSTE HUMANO DE “MACHACAR” EL MERCADO:  
LA PENALIZACIÓN DEL TRABAJO SEXUAL EN NORUEGA 
RESUMEN EJECUTIVO  

Amnistía Internacional 

3

RESUMEN EJECUTIVO 

“El año pasado viví un verdadero infierno.” Así es como Mercy, una trabajadora sexual nigeriana, describió 
sus experiencias de discriminación, exclusión social y abusos contra los derechos humanos en Noruega. Su 
caso culminó con el desalojo forzoso de su casa en 2014. El hecho de que la dejasen sin hogar, sin el 
debido proceso ni notificación alguna, constituye una violación de derechos humanos en virtud del derecho 
internacional. Que el desalojo forzoso se produjera como consecuencia directa de haber denunciado una 
violación y un robo violento de los que había sido víctima hace aún más atroz el trato que recibió como 
trabajadora sexual en Noruega. Mercy contó a Amnistía Internacional: 

“Llegó a la casa un tipo bajo que llevaba una navaja. Yo le 
abrí la puerta. En la casa éramos nueve. Nos amenazó con 
una navaja y nos robó el dinero y los teléfonos [...] Nos obligó 
a mantener relaciones sexuales con él. La policía tardó dos o 
tres horas en llegar. Nos llevaron a todas al hospital y nos 
buscaron un hotel para dos noches. Luego volvimos a la casa 
y, dos días después, el arrendador nos echó a la calle […] 
La policía lo presionó. Nos dio medio día para irnos […] 
Estuve deambulando por Oslo durante horas con mi equipaje, 
hasta que encontré un lugar donde quedarme”. 
Mercy, trabajadora sexual nigeriana que ejerce en Oslo. 

 

El de Mercy no es un caso aislado. Amnistía Internacional supo de otro robo violento del que habían sido 
víctimas tres mujeres que vendían servicios sexuales alrededor de esos mismos días de marzo de 2014, a 
las que expulsaron rápidamente del país tras denunciar el incidente a la policía. 

Amnistía Internacional siente honda preocupación por que las trabajadoras y los trabajadores sexuales, 
grupo que, según se reconoce globalmente, corre un mayor riesgo de sufrir estigmatización, marginación y 
violencia, puedan ser penalizados en Noruega cuando denuncia delitos graves. Noruega es un país que se 
jacta de su sólido historial de derechos humanos tanto en el ámbito nacional como en el internacional, y es 
Estado Parte en todos los principales tratados de derechos humanos europeos y de la ONU pertinentes a las 
cuestiones que se abordan en el presente informe. Noruega es también un país que, en décadas recientes, 
ha debatido cuestiones relacionadas con el trabajo sexual y reformado su marco jurídico. 
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El modelo jurídico adoptado por el gobierno noruego se promociona como un modelo que fomenta la 
protección de las personas que venden servicios sexuales, las blinda de la penalización y, en su lugar, 
desplaza la carga penal de la culpa a quienes compran servicios sexuales. Pese a ello, Amnistía 
Internacional ha hallado indicios de abusos contra los derechos de personas que venden servicios sexuales 
en Noruega, que se ven agravados y, en algunos casos, están directamente causados por el marco jurídico. 
Amnistía Internacional habló con trabajadoras sexuales que habían sufrido violaciones del derecho a la 
vivienda, el derecho a la seguridad de la persona, el derecho a protección igualitaria ante la ley, el derecho a 
la salud, el derecho a no sufrir discriminación y el derecho a la intimidad. Las cuestiones expuestas en este 
informe demuestran que Noruega no está cumpliendo sus obligaciones internacionales de respetar, proteger 
y hacer efectivos los derechos de las personas que venden servicios sexuales. 

CÓMO REALIZAMOS NUESTRA INVESTIGACIÓN 
Este informe es el resultado de una serie de entrevistas realizadas en Oslo (Noruega) durante tres semanas 
entre noviembre de 2014 y febrero de 2015, así como de investigaciones documentales. Amnistía 
Internacional realizó un total de 54 entrevistas, 30 de ellas a mujeres que venden o han vendido servicios 
sexuales. Tres de las mujeres entrevistadas por Amnistía Internacional describieron experiencias de trata. 
Amnistía Internacional también se reunió con representantes de diversos organismos que proporcionan 
servicios de apoyo social a personas que venden servicios sexuales. Se realizaron entrevistas a 
representantes de organismos gubernamentales, incluido el Ministerio de Justicia y de Seguridad Pública 
noruego, el Departamento de Policía de Oslo, la Fiscalía Regional de Oslo y la Oficina de Defensa por la 
Igualdad y contra la Discriminación. Amnistía Internacional también se reunió con varias organizaciones de 
la sociedad civil, así como con profesionales de la abogacía y del ámbito de la investigación 
académica/social. 

LA AMPLIACIÓN DEL MARCO JURÍDICO 
En décadas recientes, el gobierno noruego ha realizado reformas legislativas para ampliar el ámbito de 
intervención y control policial en el mercado del comercio sexual. Ha ampliado el alcance de la ley contra la 
“promoción” del comercio sexual, lo que significa que ahora está tipificada como delito una amplia gama de 
actividades relacionadas con la organización del trabajo sexual, como alquilar lugares para ejercerlo o 
ejercerlo con otras personas. En el ámbito nacional, las nuevas iniciativas promovidas por el gobierno 
noruego para abordar la trata de personas se han centrado en la reducción/erradicación del trabajo sexual 
como medio principal para prevenir la trata en el sector de los servicios sexuales, y eso pese a la 
preocupación —expresada por diversos órganos de la ONU y grupos que luchan contra la trata— de que el 
equiparar el trabajo sexual de personas adultas realizado con consentimiento con la trata de personas ayuda 
poco a reducir la trata y da lugar a violaciones de derechos humanos. 

En 2009, Noruega se convirtió en el tercer país nórdico en tipificar la compra de servicios sexuales como 
delito, medida que, en combinación con la derogación de legislación que penaliza el acto directo de vender 
servicios sexuales recibe generalmente el nombre de “modelo nórdico”. Esta medida había sido rechazada 
de forma sistemática durante las dos décadas anteriores. No obstante, la preocupación por los cambios en 
el mercado del comercio sexual —especialmente la llegada a partir de 2003 de un número creciente de 
mujeres migrantes nigerianas que venden servicios sexuales en las calles de Oslo— intensificó el temor a la 
migración no deseada, la delincuencia organizada y la trata de personas, y ayudó a impulsar el apoyo a la 
nueva ley. 

LAS TRABAJADORAS Y LOS TRABAJADORES SEXUALES, CADA VEZ MÁS EXPUESTOS A 
SANCIONES Y CONTROL POLICIAL 
Las afirmaciones según las cuales, en virtud del “modelo nórdico”, en Noruega no se penaliza ni se 
imponen sanciones a las trabajadoras y los trabajadores sexuales, y el grado de daño y estigma que sufren 
es reducido, no reflejan la realidad del terreno. Amnistía Internacional ha hallado indicios de que muchas 
personas dedicadas al trabajo sexual continúan siendo objeto de una actuación policial muy intensa y son 
acosadas y sancionadas por la policía de formas múltiples y entrecruzadas. Un proveedor de servicios 
sociales contó a Amnistía Internacional que: 

“Ningún otro grupo social está sometido a un grado tan elevado de atención policial, y tiene que soportarlo pese 
a no estar haciendo nada ilegal. Esta atención no está ni siquiera justificada por el delito en el que incurren los 
clientes, menos aún cuando las trabajadoras y los trabajadores sexuales no están infringiendo la ley”. 
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En los últimos diez años la policía de Oslo ha adoptado un enfoque de “intervención preventiva” en relación 
con el trabajo sexual que lleva aparejada la aplicación de sanciones por infracciones menores como 
“métodos de estrés” para perturbar, desestabilizar y aumentar la presión sobre quienes operan en el sector 
de los servicios sexuales. Una investigadora académica describe que los agentes policiales “de Oslo utilizan 
a menudo expresiones como que van a ‘machacar’ o ‘estrangular’ el mercado [de la prostitución] y 
desestabilizar, presionar y estresar a la gente del sector”. Un ejemplo de este enfoque es la “Operación Sin 
Techo”, iniciativa que se centraba en aplicar con mayor dureza la ley contra la “promoción” del trabajo 
sexual, que tipifica como delito “alquilar inmuebles […] para la prostitución”. La “Operación Sin Techo” 
duró cuatro años, entre 2007 y 2011, y dio lugar a desalojos sistemáticos e inmediatos de trabajadoras y 
trabajadores del sexo de sus lugares de trabajo y sus domicilios. (Véase el capítulo 3.3. infra) Aunque la 
“Operación Sin Techo” se suspendió en 2011, Amnistía Internacional entrevistó a mujeres, como Mercy, 
que habían sido desalojadas forzosamente desde entonces. 

Amnistía Internacional también ha hallado indicios de que muchas personas dedicadas al trabajo sexual 
continúan sometidas a un grado elevado de vigilancia policial, como medio para aplicar la ley contra la 
“promoción” —lo que da lugar a redadas y desalojos posteriores— y para identificar y “señalar” a las 
trabajadoras y los trabajadores sexuales con el fin de identificar a quienes compran servicios sexuales para 
multarlos. Esto hace recaer una carga injustificada en quienes se dedican al trabajo sexual y da lugar a 
posteriores redadas, desalojos y otras formas de sanción. Un abogado entrevistado por Amnistía 
Internacional expresó preocupación por que: 

“La policía centra todos sus esfuerzos en desmontar a las mujeres, porque es la forma más sencilla de 
deshacerse del problema”. 

Las pruebas recopiladas por Amnistía Internacional también indican que las trabajadoras y los trabajadores 
sexuales de la calle son sometidos periódicamente a paradas, interrogatorios y controles de identidad 
policiales, tras los que con frecuencia se les imponen sanciones. Esas sanciones incluyen la detención o la 
expulsión, el desalojo de su apartamento, la imposición de multas por no facilitar la dirección a la policía o la 
emisión de órdenes de alejamiento que les exigen abandonar la zona de inmediato para no ser sancionadas. 
Wendy, una joven de origen africano, explicó a nuestro equipo de investigación que la habían parado 
agentes vestidos de civil: 

“Iba caminando por la calle. No estaba trabajando. Estaba charlando con mis amigas. Pensé que eran hombres 
violentos, y me asusté. La policía me pidió los papeles, y se los enseñé. Luego les hicieron preguntas a mis 
amigas: si tenían preservativos y por qué. Nos dijeron que nos fuéramos, y que sería mejor que no nos vieran en 
la calle, que como volviéramos por allí durante las siguientes 24 horas nos llevarían a comisaría”. 

Amnistía Internacional escuchó testimonios de proveedores de servicios sociales y personas dedicadas al 
trabajo sexual que describían que mujeres que venden servicios sexuales habían sido interrogadas por la 
policía por llevar consigo preservativos, o temían llevarlos por si ello daba lugar a actuaciones policiales en 
su contra. Un representante del Departamento de Policía de Oslo confirmó a Amnistía Internacional que la 
existencia de preservativos en lugares cerrados se consideraría una prueba coadyuvante de que en el lugar 
se estaban vendiendo servicios sexuales. Este enfoque penaliza de facto la posesión de preservativos por las 
trabajadoras y los trabajadores sexuales, y representa un obstáculo a la protección efectiva de su derecho a 
la salud sexual y reproductiva. 

LA VIOLENCIA CONTRA LAS TRABAJADORAS Y LOS TRABAJADORES SEXUALES 
Como ocurre en muchos países, en Noruega las trabajadoras y los trabajadores sexuales corren un riesgo 
elevado de sufrir violencia y abusos. Sufren violencia a manos de diversos perpetradores, incluidos clientes, 
ciudadanos de a pie, terceros que participan en el trabajo sexual y bandas organizadas que los explotan, 
aprovechándose de su aislamiento y su situación de marginación. No obstante, en lugar de ser un grupo 
compuesto por personas con quienes la policía fomenta su relación para minimizar su marginación y 
ofrecerles protección, muchas de ellas, dependiendo de sus circunstancias, han de soportar ser 
desalojadas, sometidas a vigilancia policial, perder su medio de sustento o ser expulsadas si acuden a la 
policía. 

No sorprende, pues, que muchas de las mujeres entrevistadas por Amnistía Internacional declararan ser 
sumamente reticentes a acudir a la policía para denunciar un delito. Casi todas las mujeres a las que 
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entrevistó Amnistía Internacional dijeron que sólo considerarían acudir a la policía en última instancia, a 
menudo sólo en circunstancias extremas que constituyeran una amenaza inmediata para su vida. Un 
estudio de 2012 realizado por el mayor proveedor de servicios sociales a trabajadoras y trabajadores 
sexuales de Noruega halló que solo el 16% de las 123 mujeres participantes declaró haber recibido ayuda 
de la policía tras un incidente violento. María, trabajadora sexual en ámbitos privados, contó a Amnistía 
Internacional: 

“Si un cliente se porta mal contigo, al final tienes que solucionarlo tú misma. Sólo llamas a la policía en caso de 
peligro de muerte. Si llamas a la policía, corres el riesgo de perderlo todo”. 

LA SEGURIDAD, COMPROMETIDA 
Las medidas que adoptan las propias personas que ejercen el trabajo sexual para aumentar su seguridad 
también se están viendo comprometidas. Las trabajadoras sexuales a las que entrevistó Amnistía 
Internacional mencionaron varios grados y formas de reducir los riesgos en su trabajo. Por ejemplo, 
Celin, trabajadora sexual en ámbitos privados noruega, contó a Amnistía Internacional: 

“Hago distintas cosas para mantenerme segura. Nunca voy a domicilios particulares, y en ningún caso la primera 
vez que atiendo a un cliente. No sé quién va a estar esperándome allí. Tu propia casa y los hoteles son mucho 
más seguros que el apartamento de un cliente. Tampoco atiendo llamadas de números ocultos. Quiero tener los 
números de los clientes para que, en caso de que tenga que acudir a la policía, puedan localizarlos”. 

Mujeres entrevistadas por Amnistía Internacional que trabajaban en la calle describieron que realizaban sus 
propias evaluaciones cuando comenzaban a trabajar con un cliente, principalmente mediante 
conversaciones cortas que les permitían valorar sus motivaciones. Muchas también identificaron el 
desplazamiento al domicilio del cliente con correr un riesgo importante y como algo que deseaban evitar. No 
obstante, la mayoría de las entrevistadas afirmaron que los clientes les pedían que fueran a sus casas para 
evitar que la policía los detuviera. Las mujeres que trabajaban en la calle mencionaban con más frecuencia 
que visitaban los domicilios de los clientes. En los testimonios recogidos por Amnistía Internacional, esto se 
asociaba estrechamente a actos de violencia. Ninguna de las trabajadoras de la calle con las que habló 
Amnistía Internacional poseía un lugar en propiedad, y estaban expuestas a sufrir un desalojo si la policía 
descubría que llevaban a los clientes a sus propias casas. Tina, trabajadora sexual nigeriana que ejerce en 
la calle, dijo a Amnistía: 

“Algunos clientes te pueden hacer daño en sus apartamentos. Y eso es porque saben que te da miedo ir a la 
policía. Tenemos que obedecer sus reglas porque estamos en sus casas. No los podemos traer a la nuestra”. 

Varios de los proveedores de servicios sociales con los que habló Amnistía Internacional expresaron 
preocupación por que la prohibición de la compra había creado un “mercado de clientes” que comprometía 
la seguridad de las trabajadoras y los trabajadores sexuales. Un representante de la Policía de Oslo contó a 
Amnistía Internacional que creía que se había reducido el número de compradores que, con mayor 
probabilidad, respetaban el acuerdo con la persona que efectuaba la venta: 

“Muchos de los clientes buenos —los que respetan la ley, la generación más joven— ya no están ahí. Pero los 
clientes malos siguen estando”. 

La evaluación de la prohibición de comprar servicios sexuales, realizada por Vista Analysis, consultoría de 
ciencias sociales, en nombre del gobierno noruego, reconoce que: 

“Las mujeres del mercado de la calle declaran tener menos poder de negociación y un mayor temor por su 
seguridad ahora que antes de que se aprobara la ley. En el mercado de espacios cerrados, las prostitutas 
manifiestan recelos ante las ‘llamadas para trabajar fuera’. Prefieren que los clientes las visiten en su 
apartamento o en su habitación de hotel”. 

Los proveedores de servicios sociales y la policía informaron a Amnistía Internacional de que se estaba 
interpretando que la ley contra la “promoción” se aplicaba al uso de habitaciones de hotel, lo que 
significaba que los hoteles podían ser considerados responsables de “promoción” cuando el trabajo sexual 
se realizaba en sus instalaciones. Casi todas las trabajadoras sexuales migrantes entrevistadas por Amnistía 
Internacional denunciaron haber sido identificadas como tales o excluidas por los hoteles. 

Casi todas las trabajadoras del sexo con las que habló Amnistía, con independencia de dónde prestaran sus 
servicios, identificaron que una forma de aumentar su seguridad sería trabajar con otras personas. No 
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obstante, la definición de “promoción” en virtud de la ley es lo bastante amplia para penalizar a las 
trabajadoras y los trabajadores sexuales que trabajan juntos o con cualquier otra persona, como personal de 
limpieza, recepción o seguridad. 
 
El objetivo del “modelo nórdico”, desplazar la carga del delito de quien vende a quien compra, no se está 
cumpliendo para muchas personas que venden sexo en Noruega, en particular las más marginadas. En 
términos de gravedad, en muchos casos, la amenaza y el impacto del desalojo forzoso, la expulsión y la 
pérdida de los medios de sustento en las personas que venden servicios sexuales supera con creces las 
implicaciones de la multa de entre 15.000 y 25.000 coronas noruegas (alrededor de entre 1.700 y 2.850 
dólares estadounidenses) que se impone a los compradores. La penalización del trabajo sexual en Noruega 
y la consiguiente reticencia de muchas personas que ejercen el trabajo sexual a acudir a la policía para 
denunciar un delito también están dando lugar a una situación en la que los responsables de actos de 
violencia contra trabajadoras y trabajadores sexuales, entre ellos clientes maltratadores, disfrutan de relativa 
impunidad por delitos graves. 

Pese a reconocer que el enfoque jurídico actual en Noruega ha socavado el poder de negociación de las 
personas que venden servicios sexuales en la calle y ha aumentado su dependencia de clientes 
maltratadores, Vista Analysis concluyó que la presión creciente en el sector de los servicios sexuales: 

“[...] era acorde con las intenciones de la ley y [...] por tanto no se consideraba un efecto secundario indeseado 
[...]”. 

Del mismo modo, un experto asesor del Ministerio de Justicia y Seguridad Pública contó a Amnistía 
Internacional que: 

“Al final la cuestión es ‘si se considera un problema que las personas que se prostituyen lo tengan difícil’. En la 
esfera política, nadie ha dicho que queramos que las prostitutas estén bien al mismo tiempo que intentamos 
erradicar la prostitución”. 

UNA CULTURA DE ESTIGMA Y DISCRIMINACIÓN 
Los proveedores de servicios sociales y algunas trabajadoras del sexo entrevistadas por Amnistía 
Internacional expresaron preocupación por el endurecimiento en años recientes de las actitudes hacia las 
personas que venden servicios sexuales, y citaron información publicada en los medios de comunicación, 
investigaciones y experiencias de personas dedicadas al trabajo sexual como pruebas de que las actitudes 
negativas hacia este colectivo son ahora más habituales. La trabajadora sexual en ámbitos privados Ellie 
describió a Amnistía Internacional el cambio que, según ella, se había producido: 

“Cuando el gobierno ilegalizó la prostitución, hizo que la gente nos viera como ilegales. La gente empezó a 
mirarnos con ojos distintos”. 

Un estudio de 2011 que exploraba el efecto que había tenido en las actitudes de la opinión pública noruega 
la entrada en vigor de la ley que penaliza la compra de servicios sexuales halló que, aunque había indicios 
de un creciente apoyo a la penalización de la compra de servicios sexuales en algunas zonas, “la sociedad 
noruega se hizo más propensa a pensar que debía ilegalizarse la venta de servicios sexuales frente a lo que 
lo habría sido de no darse el cambio jurídico”. Los autores reconocían que este cambio de actitud era “lo 
contrario de lo que los legisladores pretendían conseguir”. 
 
Con frecuencia, las trabajadoras del sexo entrevistadas por Amnistía Internacional mencionaron experiencias 
negativas con ciudadanos de a pie. La discriminación que describieron las mujeres, especialmente en el 
caso de las trabajadoras sexuales migrantes nigerianas, estaba, a menudo, entremezclada con sentimientos 
racistas y contra las personas migrantes. Mary contó a Amnistía Internacional: 

“Son sobre todo las mujeres las que nos insultan, [pero] a veces también lo hacen los hombres. Pasa muchas 
veces. [Dicen cosas como] ‘puta, vuelve a tu país’. ‘Quítate de una puta vez de mi vista'”. 

LA CRECIENTE EXPOSICIÓN A LA EXPLOTACIÓN 
Siete mujeres migrantes que ejercían el trabajo sexual contaron a Amnistía Internacional que, después de 
que las desalojaran, no tenían adónde ir, y tuvieron que depender de amigos, socios, extraños, refugios para 
personas sin techo o el espacio público para dormir hasta que encontraron otro lugar donde quedarse. 
Amnistía Internacional también halló indicios de que la penalización del trabajo sexual deja a algunas 
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personas que ejercen el trabajo sexual expuestas a sufrir explotación a manos de arrendadores que ofrecen 
no denunciarlas a la policía a cambio de alquileres más elevados, entre otras cosas, o de socios que 
explotaron su situación de falta de hogar tras el desalojo. Un informe de 2012 sobre las experiencias de 
mujeres que ejercían la prostitución en Noruega identificaba la falta de estabilidad en la vivienda como un 
factor determinante para incrementar su vulnerabilidad a la explotación: 

“La vivienda ha sido un factor clave en el desarrollo de la explotación; varias de las mujeres de Europa del Este 
que llegaron aquí poco después del cambio de milenio dependían de la ayuda de otras personas para algo tan 
básico como acceder a una vivienda, pero también para publicitarse y organizar otros aspectos de la 
prostitución. En cuando se hicieron con su propia red de contactos y lograron organizarse por su cuenta, varias 
de ellas comenzaron a operar de forma independiente.” 

UNA RESPUESTA INEFICAZ A LA TRATA 
Amnistía Internacional se reunió con tres mujeres sobrevivientes de trata de personas para el comercio 
sexual en Noruega. Relataron diversas experiencias de coacción, explotación y, en algunos casos, violencia 
extrema. Amnistía Internacional también se reunió con una organización que presta servicios de apoyo a 
sobrevivientes de trata. 

La trata de personas constituye un grave abuso contra los derechos humanos. En virtud del derecho 
internacional, Noruega tiene un serie de obligaciones relativas a impedir la trata, proteger a las víctimas de 
trata y garantizar la investigación y el procesamiento efectivos de los delitos de trata. Para cumplir 
adecuadamente las obligaciones contraídas en virtud del derecho internacional, Noruega debe hacer 
efectiva su estrategia contra la trata sin violar los derechos humanos. 

La magnitud y las formas de intervención punitiva en el mercado del comercio sexual que el gobierno y el 
marco jurídico noruegos apoyan actualmente comprometen la seguridad de muchas personas que venden 
servicios sexuales y contribuyen directamente a violaciones de sus derechos humanos. Al mismo tiempo, las 
pruebas en que las autoridades noruegas se han basado para justificar las medidas de represión punitivas 
como iniciativas efectivas contra la trata son fundamentalmente deficientes y se ven menoscabadas por 
pruebas alternativas que demuestran que, con frecuencia, la represión policial en el mercado del trabajo 
sexual tiene efectos negativos en las víctimas de trata. 

Pese a que se promocionan como medidas contra la trata, no queda claro hasta qué punto iniciativas como 
la “Operación Sin Techo” han contribuido a identificar a las víctimas y a los responsables de trata. De los 
280 casos de trata de personas para el comercio sexual denunciados en Noruega entre 2006 y 2014, sólo 
32 han dado lugar a sentencias condenatorias de los responsables. En Oslo, la tasa anual de sentencias 
condenatorias ha oscilado entre cero (en 2010, 2012 y 2014) y tres (en 2011). 

La aplicación del marco legislativo y el enfoque de “actuación policial preventiva” en el trabajo sexual están 
incrementando la vulnerabilidad de las personas que venden servicios sexuales en Noruega, exponiéndolas 
a un mayor riesgo de sufrir explotación. La expulsión estratégica de muchas mujeres migrantes que venden 
sexo, algunas de las cuales podrían ser víctimas de trata, también da lugar a que no se detecte la trata ni se 
identifique a las víctimas, lo que expone a las personas a volver a ser objeto de trata. Significa además que 
los responsables de esos casos no comparecen ante la justicia. La medida simplista del éxito que Noruega 
aplica a su trabajo contra la trata —a saber, la reducción general del mercado del comercio sexual— 
significa que, en la práctica, el gobierno puede presentar como exitosa la expulsión de víctimas de trata a 
otros países. Un representante del Departamento de Policía de Oslo reconocía lo siguiente: “Expulsa[n] a 
víctimas de trata. Muchas de ellas no saben que son víctimas, pero, con arreglo a la ley , lo son”. 

Además, la conclusión general de que en Noruega la incidencia del trabajo sexual y, por asociación, de la 
trata, ha disminuido sustancialmente por la adopción del llamado “modelo nórdico” ha sido cuestionada 
sistemáticamente por especialistas en ese campo, que señalan “demasiadas incertidumbres” en los datos 
utilizados para argumentar el éxito de este enfoque. 

Las mujeres entrevistadas por Amnistía Internacional describieron motivos diversos para dedicarse al trabajo 
sexual. Para muchas, el trabajo sexual constituía un medio para abordar las dificultades económicas a las 
que se enfrentaban ellas o sus familias. La exclusión social, la marginación y la pobreza pueden ser factores 
en la decisión de comenzar a ejercer el trabajo sexual. Los Estados tienen la obligación de abordar esta 
injusticia social y económica respetando y protegiendo los derechos económicos, sociales y culturales de 
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todas las personas. Para garantizar que las personas no tienen que depender de la venta de servicios 
sexuales para satisfacer sus necesidades inmediatas ni las de sus familias, los Estados deben tomar 
medidas que garanticen que las personas disfrutan de sus derechos humanos, como el derecho a un nivel 
de vida adecuado, a la educación, a la salud y a no ser discriminadas, entre otros. Los Estados también 
deben garantizar que las personas pueden participar libremente en la sociedad, sin injerencias indebidas 
ni represión del Estado. 

En lugar de dar prioridad a la realización de los derechos humanos de las personas que venden servicios 
sexuales como objetivo central de la elaboración de políticas en este ámbito, el gobierno noruego ha 
adoptado un enfoque basado en la penalización. Esencialmente, este enfoque apoya la 
reducción/erradicación del mercado del comercio sexual por encima de todos los demás objetivos, por lo 
que, con frecuencia, ignora su impacto en los derechos humanos de las personas que ejercen el trabajo 
sexual o le concede menos importancia que al objetivo de la reducción/erradicación. 

Por tanto, Amnistía Internacional pide a las autoridades noruegas que cambien de enfoque y basen su 
respuesta al comercio sexual en la protección de los derechos humanos de todas las personas que venden 
servicios sexuales. Amnistía Internacional pide al gobierno noruego que emprenda un programa de reformas 
jurídicas que despenalice el trabajo sexual de personas adultas ejercido con consentimiento y garantice a las 
personas que venden servicios sexuales salvaguardias jurídicas frente a la explotación que cumplan las 
normas internacionales de derechos humanos. Amnistía Internacional recomienda que el gobierno noruego 
desarrolle y publique un Libro Blanco que formule recomendaciones sobre el establecimiento de un marco 
legislativo, normativo y regulador que haga efectivos los derechos humanos de las personas que venden 
servicios sexuales en Noruega, y que financie un proyecto de investigación a largo plazo que proporcione 
conocimiento sobre las condiciones de vida de las trabajadoras y los trabajadores del sexo en Noruega. 

Amnistía Internacional también recomienda que el próximo plan nacional de actuación sobre la trata 
confirme la distinción entre el trabajo sexual de personas adultas ejercido con consentimiento y la trata de 
personas, y garantice que las medidas contra la trata no afectan negativamente a los derechos humanos y la 
dignidad de ninguna persona, en particular de las víctimas de trata, las que venden servicios sexuales, las 
migrantes, refugiadas y solicitantes de asilo. Amnistía también pide el cese inmediato en el uso de las 
prácticas de actuación policial como “método de estrés” contra las personas que venden servicios sexuales 
en Noruega. 

 
Al final de la versión íntegra del presente informe figuran recomendaciones adicionales. 
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 EL COSTE HUMANO DE “MACHACAR” 
EL MERCADO:  
LA PENALIZACIÓN DEL TRABAJO SEXUAL EN NORUEGA 
RESUMEN EJECUTIVO 
En 2009 Noruega se convirtió en el tercer país nórdico en penalizar la 
compra de servicios sexuales. Aunque la venta directa de servicios sexuales 
no es ilegal, el código penal prohíbe la “promoción” del trabajo sexual. Esta 
prohibición se aplica a una amplia gama de actividades asociadas con la 
organización del trabajo sexual, como el alquiler de lugares seguros o el 
ejercicio junto con otras personas por seguridad.  

Con la adopción de un enfoque de “actuación policial preventiva”, la policía 
ha pretendido “machacar” el mercado del comercio sexual mediante la 
imposición de sanciones por infracciones menores para desestabilizar a 
quienes operan en él. Esto dio lugar a desalojos sistemáticos e inmediatos de 
los lugares de trabajo y domicilios de muchas personas dedicadas al trabajo 
sexual . Las personas que ejercen el trabajo sexual denuncian que están 
obligadas a correr mayores riesgos para proteger a sus clientes frente a la 
detención policial, como visitarlos en sus domicilios o disponer de menos 
tiempo y oportunidades para evaluar los riesgos de atender a potenciales 
clientes maltratadores. Puesto que el denunciar abusos y actos violentos 
expone a las trabajadoras y los trabajadores sexuales a un posible desalojo y, 
en algunos casos, a la expulsión, muchos de esos actos quedan sin 
denunciar. En Noruega el trabajo sexual continúa estando muy 
estigmatizado, lo que contribuye a que quienes se dedican a él sean objeto 
de discriminación, marginación y explotación. 

El presente informe formula recomendaciones para que se reforme la 
legislación actual y medidas que adoptar para proteger los derechos 
humanos de las trabajadoras y los trabajadores del sexo en Noruega. 

 


